
Convenio de Ginebra IV 

 

TÍTULO II - Protección general de la población  

contra ciertos efectos de la guerra 

Artículo 64 - Legislación penal. I. Generalidades 

 

Permanecerá en vigor la legislación penal del territorio ocupado, salvo en la medida en que 

pueda derogarla o suspenderla la Potencia ocupante, si tal legislación es una amenaza para 

su seguridad o un obstáculo para la aplicación del presente Convenio. A reserva de esta 

última consideración y de la necesidad de garantizar la administración efectiva de la justicia, 

los tribunales del territorio ocupado continuarán actuando con respecto a todas las 

infracciones previstas en tal legislación. 

 

Sin embargo, la Potencia ocupante podrá imponer a la población del territorio ocupado las 

disposiciones que sean indispensables para permitirle cumplir las obligaciones derivadas del 

presente Convenio, y garantizar la administración normal del territorio y la seguridad, sea 

de la Potencia ocupante sea de los miembros y de los bienes de las fuerzas o de la 

administración de ocupación, así como de los establecimientos y de las líneas de 

comunicación que ella utilice. 

 

Artículo 65 - II. Publicación 

 

Las disposiciones penales promulgadas por la Potencia ocupante no entrarán en vigor sino 

después de haber sido publicadas y puestas en conocimiento de la población en el idioma de 

ésta. No podrán surtir efectos retroactivos. 

 

Artículo 66 - III. Tribunales competentes 

 

La Potencia ocupante podrá someter a los acusados, en caso de infracción de las 

disposiciones penales por ella promulgadas en virtud del párrafo segundo del artículo 64, a 

sus tribunales militares, no políticos y legítimamente constituidos, a condición de que éstos 

funcionen en el país ocupado. Los tribunales de apelación funcionarán preferentemente en 

el país ocupado. 

 

Artículo 67 - IV. Disposiciones aplicables 

 

Los tribunales sólo podrán aplicar las disposiciones legales anteriores a la infracción y 

conformes a los principios generales del derecho, especialmente por lo que atañe al 

principio de la proporcionalidad de las penas. Deberán tener en cuenta el hecho de que el 

acusado no es súbdito de la Potencia ocupante. 

 

Artículo 68 - V. Castigos. Pena de muerte 

 

Cuando una persona protegida cometa una infracción únicamente para perjudicar a la 

Potencia ocupante, pero si tal infracción no implica atentado a la vida o a la integridad 

corporal de los medios de las fuerzas o de la administración de ocupación, si no origina un 

serio peligro colectivo y si no atenta gravemente contra los bienes de las fuerzas o de la 

administración de ocupación o contra las instalaciones por ellas utilizadas, esa persona es 



punible de internamiento o de simple encarcelamiento, entendiéndose que la duración del 

internamiento o del encarcelamiento será proporcionada a la infracción cometida. Además, 

el internamiento o el encarcelamiento será la única medida privativa de libertad que pueda 

tomarse, por lo que respecta a tales infracciones, contra las personas protegidas. Los 

tribunales previstos en el artículo 66 del presente Convenio podrán convertir libremente el 

castigo de prisión en internamiento de la misma duración. 

 

En las disposiciones de índole penal promulgadas por la Potencia ocupante de conformidad 

con los artículos 64 y 65 no se puede prever la pena de muerte con respecto a las personas 

protegidas más que en los casos en que éstas sean culpables de espionaje, de actos graves de 

sabotaje contra las instalaciones militares de la Potencia ocupante o de infracciones 

intencionales que causen la muerte de una o de varias personas, y a condición de que, en la 

legislación del territorio ocupado, vigente antes del comienzo de la ocupación, se prevea la 

pena de muerte en tales casos. 

 

No podrá dictarse sentencia de muerte contra una persona protegida más que después de 

haber llamado la atención del tribunal, en particular acerca del hecho de que el acusado, por 

no ser súbdito de la Potencia ocupante, no está obligado con respecto a ella por deber 

alguno de fidelidad. 

 

En ningún caso podrá dictarse sentencia de muerte contra una persona protegida cuya edad 

sea de menos de dieciocho años cuando cometa la infracción. 

 

Artículo 69 - VI. Deducción de la detención preventiva 

 

En todos los casos, la duración de la detención preventiva será deducida de cualquier 

castigo de encarcelamiento a que sea condenada una persona protegida. 

 

Artículo 70 - VII. Infracciones cometidas antes de la ocupación 

 

Las personas protegidas no podrán ser detenidas, procesadas o condenadas por la Potencia 

ocupante a causa de actos cometidos o de opiniones expresadas antes de la ocupación o 

durante una interrupción temporal de ésta, exceptuadas las infracciones contra las leyes y 

costumbres de la guerra. 

 

Los súbditos de la Potencia ocupante que, antes del comienzo del conflicto, hayan buscado 

refugio en el territorio ocupado no podrán ser detenidos, procesados, condenados o 

deportados fuera del territorio ocupado, si no es por infracciones cometidas después del 

comienzo de las hostilidades o por delitos de derecho común cometidos antes del comienzo 

de las hostilidades que, según la legislación del Estado cuyo territorio está ocupado, habrían 

justificado la extradición en tiempo de paz. 

 

Artículo 71 - Diligencias penales. I. Generalidades 

 

Los tribunales competentes de la Potencia ocupante no podrán dictar condena alguna a la 

que no haya precedido un proceso legal. 

 

Se informará a todo acusado enjuiciado por la Potencia ocupante sin demora, por escrito y 

en un idioma que comprenda, acerca de cuantos cargos se hayan formulado contra él; se 

instruirá la causa lo más rápidamente posible. Se informará a la Potencia protectora acerca 



de cada proceso incoado por la Potencia ocupante contra personas protegidas, cuando los 

cargos de la acusación puedan implicar sentencia de muerte o castigo de encarcelamiento de 

dos o más años; dicha Potencia podrá siempre informarse acerca del estado del proceso. 

Además, la Potencia protectora tendrá derecho a conseguir, si la solicita, información de 

toda índole sobre tales procesos y sobre cualquier otra causa incoada por la Potencia 

ocupante contra personas protegidas. 

 

La notificación a la Potencia protectora, tal como está prevista en el párrafo segundo del 

presente artículo, deberá efectuarse inmediatamente, y llegar, en todo caso, a la Potencia 

protectora tres semanas antes de la fecha de la primera audiencia. Si al iniciarse las 

diligencias penales no se aporta prueba de haber sido íntegramente respetadas las 

disposiciones del presente artículo, no podrá tener lugar la audiencia. La notificación deberá 

incluir, en particular, los elementos siguientes: 

 

a) identidad del acusado; 

 

b) lugar de residencia o de detención; 

 

c) especificación del cargo o de los cargos de la acusación (con mención de las 

disposiciones penales en las que se base); 

 

d) indicación del tribunal encargado de juzgar el asunto; 

 

e) lugar y fecha de la primera audiencia. 

 

Artículo 72 - II. Derecho de defensa 

 

Todo acusado tendrá derecho a hacer valer los medios de prueba necesarios para su defensa 

y podrá, en especial, hacer que se cite a testigos. Tendrá derecho a ser asistido por un 

defensor calificado de su elección, que podrá visitarlo libremente y que recibirá las 

facilidades necesarias para preparar su defensa. 

 

Si el acusado no elige defensor, la Potencia protectora le proporcionará uno. Si el acusado 

debe responder de una acusación grave y si no hay Potencia protectora, la Potencia ocupante 

deberá, previo consentimiento del acusado, proporcionarle un defensor. 

 

A todo acusado, a no ser que renuncie voluntariamente, asistirá un intérprete tanto durante 

la instrucción de la causa como en la audiencia ante el tribunal. Podrá, en todo momento, 

recusar al intérprete y solicitar su sustitución. 

 

Artículo 73 - III. Derecho de apelación 

 

Todo condenado tendrá derecho a recurrir a los procedimientos de apelación previstos en la 

legislación aplicada por el tribunal. Se le informará plenamente acerca de sus derechos de 

apelación, así como de los plazos señalados para ejercerlos. 

 

El procedimiento penal previsto en la presente Sección se aplicará, por analogía, a las 

apelaciones. Si en la legislación aplicada por el tribunal no se prevén recursos de apelación, 

el condenado tendrá derecho a apelar contra la sentencia y la condena ante la autoridad 

competente de la Potencia ocupante. 



 

Artículo 74 - IV. Asistencia de la Potencia protectora 

 

Los representantes de la Potencia protectora tendrán derecho a asistir a la audiencia de 

cualquier tribunal que juzgue a una persona protegida, a no ser que el juicio haya de tener 

lugar, excepcionalmente, a puerta cerrada en interés de la seguridad de la Potencia ocupante; 

ésta avisará entonces a la Potencia protectora. Se deberá remitir a la Potencia protectora una 

notificación en la que conste la indicación del lugar y de la fecha de comienzo del juicio. 

 

Cuantas sentencias se dicten que impliquen la pena de muerte o el encarcelamiento durante 

dos o más años, habrán de ser comunicadas, con indicación de los motivos y lo más 

rápidamente posible, a la Potencia protectora; comportarán una mención de la notificación 

efectuada de conformidad con el artículo 71 y, en caso de sentencia que implique castigo de 

privación de libertad, la indicación del lugar donde haya de cumplirse. Las otras sentencias 

serán consignadas en las actas del tribunal y podrán examinarlas los representantes de la 

Potencia protectora. En el caso de una condena a pena de muerte o a un castigo de privación 

de libertad de dos o más años, los plazos de apelación no comenzarán a correr más que a 

partir del momento en que la Potencia protectora haya recibido comunicación de la 

sentencia.  

 

Artículo 75 - V. Sentencia de muerte 

 

En ningún caso podrá negarse a los condenados a muerte el derecho a solicitar el indulto. 

 

No se ejecutará ninguna sentencia de muerte antes de que expire un plazo de, por lo menos, 

seis meses a partir del momento en que la Potencia protectora haya recibido la 

comunicación de la sentencia definitiva confirmando la condena de muerte o la decisión de 

denegar el indulto. 

 

Este plazo de seis meses podrá abreviarse en ciertos casos concretos, cuando de 

circunstancias graves y críticas resulte que la seguridad de la Potencia ocupante o de sus 

fuerzas armadas esté expuesta a una amenaza organizada; la Potencia protectora recibirá 

siempre notificación de tal reducción de plazo y tendrá siempre la posibilidad de dirigir a 

tiempo solicitudes a las autoridades de ocupación competentes acerca de tales condenas a 

muerte. 

 

Artículo 76 - Trato debido a los detenidos 

 

Las personas protegidas inculpadas quedarán detenidas en el país ocupado y, si son 

condenadas, deberán cumplir allí su castigo. Estarán separadas, si es posible, de los otros 

detenidos y sometidas a un régimen alimenticio e higiénico suficiente para mantenerlas en 

buen estado de salud y correspondiente, por lo menos, al régimen de los establecimientos 

penitenciarios del país ocupado. 

 

Recibirán la asistencia médica que su estado de salud requiera. 

 

También estarán autorizadas a recibir la ayuda espiritual que soliciten. 

 

Las mujeres se alojarán en locales separados y bajo la vigilancia inmediata de mujeres. 

 



Habrá de tenerse en cuenta el régimen especial previsto para los menores de edad. 

 

Las personas protegidas detenidas tendrán derecho a recibir la visita de los delegados de la 

Potencia protectora y del Comité Internacional de la Cruz Roja, de conformidad con las 

disposiciones del artículo 143. 

 

Además, tendrán derecho a recibir, por lo menos, un paquete de socorros al mes. 

 

Artículo 77 - Entrega de los detenidos al final de la ocupación 

 

Las personas protegidas que hayan sido procesadas o condenadas por los tribunales en 

territorio ocupado serán entregadas, al final de la ocupación, con el expediente respectivo, a 

las autoridades del territorio liberado. 

 

Artículo 78 - Medidas de seguridad. Internamiento y residencia forzosa 

 

Si la Potencia ocupante considera necesario, por razones imperiosas, tomar medidas de 

seguridad con respecto a las personas protegidas, podrá imponerles, como máximo, una 

residencia forzosa o internarlas. 

 

Las decisiones relativas a la residencia forzosa o al internamiento se tomarán según un 

procedimiento legítimo, que determinará la Potencia ocupante de conformidad con las 

disposiciones del presente Convenio. En tal procedimiento se debe prever el derecho de 

apelación de los interesados. Se decidirá, por lo que atañe a esta apelación, en el más breve 

plazo posible. Si se mantienen las decisiones, serán objeto de revisión periódica, a ser 

posible semestral, por un organismo competente constituido por dicha Potencia. 

 

Las personas protegidas obligadas a la residencia forzosa y que, por consiguiente, hayan de 

abandonar su domicilio, se beneficiarán, sin restricción alguna, de las disposiciones del 

artículo 39 del presente Convenio. 

 


